            


Honorable Cámara de Diputados

de la Provincia de Buenos Aires 

PROYECTO DE LEY              
El Senado y la Cámara de Diputados sancionan con fuerza de

L  E  Y

OBJETO

ARTICULO 1º: Establécese un Régimen normativo para el seguimiento y contralor de todos los contratos vigentes o a celebrarse entre la administración publica provincial y las empresas prestatarias de servicios públicos privatizados y/o concesionados por el Estado Provincial.

ARTICULO 2º: Los servicios públicos que pasarán a regirse por las disposiciones de la presente, serán todos aquellos que se encuentren concesionados y en los que la prestación de los mismos sea realizada por empresas privadas o mixtas, cuya concesión y control sea competencia del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires.- 

ARTICULO 3: Los contratos de concesión de los servicios públicos sanitarios que se prestan en los Municipios del Gran Buenos Aires, sujetos a la jurisdicción del Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios (ETOSS), estarán alcanzados por las disposiciones de la presente en cuanto corresponda.

INTERVENCION Y CONVALIDACION DE LA HONORABLE LEGISLATURA

ARTICULO 4º: El Poder Ejecutivo remitirá a la Honorable Legislatura, las actas acuerdos, cartas de intención, enmiendas de contrato, protocolos de entendimientos, cuadros tarifarios y toda otra documentación que refleje el avance y/o los acuerdos preliminares o definitivos a que se arribe o se haya arribado en las negociaciones celebradas entre las partes, de manera de facilitar y garantizar el seguimiento y supervisión establecidos en la presente.

ARTICULO 5º: Créase a todos los efectos de esta ley la Comisión Bicameral de Seguimiento de las renegociaciones contractuales para contratos celebrados entre la administración publica provincial y las empresas prestatarias de servicios públicos concesionados por el Estado Provincial, la cual deberá controlar, verificar y dictaminar sobre lo actuado por el Poder Ejecutivo en la materia. 

ARTICULO 6º: Los dictámenes a que arribe la Comisión Bicameral, serán puestos a consideración de ambas Cámaras de la Honorable Legislatura, las que le darán tratamiento y aprobación en particular según el procedimiento que para ello establezca aquella, de acuerdo al carácter del tramite y/o al tipo de documentación puesta a consideración, ya sea  condiciones generales del servicio, programa de inversiones y responsabilidad de las mismas, propuesta de nuevos términos contractuales, cuadro tarifario, etc.- 

ARTICULO 7º: La Comisión Bicameral será integrada por 4 (cuatro) senadores y 4 (cuatro) diputados elegidos por las Honorables Cámaras de Senadores y Diputados de la Provincia De Buenos Aires, respetando la pluralidad de la representación política de ambas Cámaras. El Presidente de la Comisión será designado a propuesta del bloque político de oposición, con mayor número de legisladores en la Honorable Legislatura.

ARTICULO 8º: Los acuerdos de renegociación alcanzados y/o los dictámenes proponiendo la rescisión de los contratos de concesión serán suscriptos por la Autoridad de Aplicación,  luego de lo cual serán elevados a la Comisión Bicameral de Seguimiento creada por el artículo 6º de la presente, para que proceda a emitir su dictamen, el cual podrá ser de convalidación total, convalidación parcial, o de rechazo. En los dos últimos supuestos deberá remitirse con las observaciones del caso al Poder Ejecutivo, con la finalidad de que se realicen los ajustes y/o rectificaciones que correspondan.-

Sin perjuicio de lo expuesto, en forma previa a la elevación de la documentación a la Honorable Legislatura, deberán tomar intervención y emitir dictamen los organismos de la Constitución, en todo aquello que en cada caso corresponda, según lo prescripto por la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.-   

ARTICULO 9º: La Comisión contará con un plazo de 60 días corridos para expedirse, contados desde la fecha de entrada de la documentación puesta a consideración de la misma, superado el cual sin emitir un dictamen al respecto, se considerará convalidada la propuesta elevada por el Poder Ejecutivo.

ARTICULO 10º: En los casos en los que el grado de incumplimiento y/o la falta de acuerdo en los términos y condiciones de renegociación de los nuevos contratos, el Poder Ejecutivo analice y aconseje la rescisión del vínculo con la empresa concesionaria, la autoridad de Aplicación deberá someter a la consideración y aprobación de la Honorable Legislatura, las opciones existentes para garantizar la continuidad en la prestación del servicio, ya sea que se trate de la relicitación para una nueva concesión del servicio, o la prestación directa a través de organismos del Estado Provincial.

INTERVENCION Y OPINION DE USUARIOS Y ORGANISMOS

ARTICULO 11º: La Autoridad de Aplicación que en cada caso corresponda según el servicio público que se trate, convocará a las empresas prestatarias, a las asociaciones de usuarios y de consumidores legalmente registradas e inscriptas en el Registro Único de Asociaciones de Usuarios y Consumidores de la Provincia de Buenos Aires, a los entes de regulación y control, y a las municipalidades, si correspondiere, a fin de contar con su información y opinión.

ARTICULO 12º: A los efectos de formalizar y sintetizar la opinión de los usuarios en forma individual o a través de las asociaciones representativas reconocidas, la Autoridad de Aplicación interviniente en cada caso, deberá contemplar e instrumentar los mecanismos de participación ciudadana, tales como el Procedimiento de Documento de Consulta y/o de Audiencia Pública, según resulte mas apropiado en cada caso o en cada instancia del proceso de renegociación.

ARTICULO 13º En orden a posibilitar la instrumentación del procedimiento la Autoridad de Aplicación procederá a la reglamentación general de la presente, y en particular, de los mecanismos de consulta pública establecidos, sin perjuicio de las reglamentaciones existentes, a fin de regular la implementación de los mismos y establecer las circunstancias y modalidades operativas que procederán en cada caso haciendo uso de dicho mecanismos.

Artículo 14º: Deróguese la Ley Nº 12.858 y toda otra disposición que se oponga a la presente.-

Artículo 15º: Comuníquese al Poder  Ejecutivo.-

FUNDAMENTOS

En lo referente a la jurisdicción nacional y como consecuencia del impacto producido en la economía en general y en la prestación de los servicios públicos en particular, el Estado Nacional ha establecido un completo marco legislativo con fines a la determinación de las condiciones  legales y operativas que habrían de regir el proceso de renegociación de contratos de servicios públicos.

El marco referido esta contenido en lo dispuesto por la ley N° 25.561 y el Decreto N° 293/2002, así como en un conjunto de normas complementarias, que definen mecanismos, parámetros y actores intervinientes en dicho proceso.

Por una parte, mediante el artículo 20 de la Ley 25.561 se crea una Comisión Bicameral en el Honorable Congreso de la Nación, de seguimiento, con el objeto de controlar, verificar y dictaminar sobre lo actuado por el Poder Ejecutivo. Asimismo establece que “Los dictámenes en todos los casos serán puestos en consideración de ambas Cámaras”.

La provincia de Buenos Aires adhirió mediante la Ley Nº 12.858 a los artículos 8º 9º y 10º de la Ley Nº 25.561, a través de los cuales se dejan “sin efecto las cláusulas de ajuste en dólar o en otras divisas extranjeras y las cláusulas indexatorias basadas en índices de precios de otros países y cualquier otro mecanismo indexatorio. Los precios y tarifas resultantes de dichas cláusulas, quedan establecidos en pesos a la relación de cambio UN PESO ($ 1) = UN DOLAR ESTADOUNIDENSE (U$S 1).

Por otra parte se establece que “en el caso de los contratos que tengan por objeto la prestación de servicios públicos, deberán tomarse en consideración los siguientes criterios: 1) el impacto de las tarifas en la competitividad de la economía y en la distribución de los ingresos; 2) la calidad de los servicios y los planes de inversión, cuando ellos estuviesen previstos contractualmente; 3) el interés de los usuarios y la accesibilidad de los servicios; 4) la seguridad de los sistemas comprendidos; y 5) la rentabilidad de las empresas.”

No obstante la adhesión referida y descripta precedentemente, la Provincia de Buenos Aires al establecer una adhesión parcial, ha dejado de lado otro conjunto de previsiones contenidas en la legislación nacional, tales como la implementación de mecanismos de opinión ciudadana y participación de usuarios en los procesos de discusión, con el objeto de implementar “una herramienta apta para analizar y confrontar en forma transparente y pública, las distintas opiniones que pueden exponerse sobre las posibles modificaciones contractuales puestas en consulta”.

Otro aspecto por de más relevante, en particular para quienes integramos ambas Cámaras de la Honorable Legislatura, es la inexistencia, en el conjunto del plexo legal que regula la materia, de disposiciones que hagan exigible la intervención del Poder Legislativo de manera activa, ratificando los acuerdos alcanzados entre el Estado y las empresas, tal cual lo contempla el marco legal en la jurisdicción Nacional.

Cierto es que la Ley Nº 12.858 mencionada, contempla que la adecuación  de los regímenes regulatorios requerirá la posterior ratificación de los términos convenidos por la Honorable Legislatura, pero solo involucra a servicios públicos de obras sanitarias provisión de agua corriente y cloacas. Sumado a ello, en su artículo 2º limita su alcance al establecer que “Las previsiones del artículo precedente se mantendrán durante el plazo de la emergencia dispuesto por la Ley 12727 y sus modificatorias”.

En consecuencia, comparando dicho proceso con la dinámica que ha caracterizado al tema en la Provincia de Buenos Aires, se observa una objetiva y notable insuficiencia en lo que se refiere los actores intervinientes en el proceso, ya sea que se trate de la intervención del Poder Legislativo, de la participación del usuario y, de manera sobresaliente, y consecuentemente de la política comunicacional dirigida a mantener informada la población.

Nos referimos en cuanto a esta ultima afirmación, a la inexistente voluntad de informar a la comunidad bonaerense de la evolución, si es que la hay, de las negociaciones llevadas a cabo ante las empresas concesionarias de los servicios públicos que se hallan bajo la competencia de la provincia.

En la actual coyuntura, teniendo en cuenta la salida o sensible superación del estado de crisis aguda, la desaparición de las prórrogas al estado de emergencia verificada en las Leyes 13.402 y 13.403 (Presupuestos 2005 y 2006) y la aun incompleta renegociación de los contratos de servicios públicos concesionados, nos parece oportuno y complementario establecer una intervención vinculante de la Honorable Legislatura, en la reformulación de los contratos de concesión, cuya tarea encomendara al Poder Ejecutivo la Ley de Presupuesto del presente ejercicio.

No obstante, sin perjuicio de la necesaria intervención de la Honorable Legislatura en lo concerniente a su rol constitucional y político, la directa relación e impacto que el proceso renegociador habrá de tener en los usuarios-ciudadanos bonaerenses, torna indiscutiblemente indispensable habilitar la participación, opinión y consentimiento de los mismos en la toma de decisiones, referidas a una problemática que impacta sensiblemente y condiciona fuertemente la calidad de vida de los mismos.

En ese sentido entendemos que herramientas tales como el Procedimiento de Documento de Consulta y la Audiencia Pública, adoptados oportunamente en la jurisdicción nacional, se tornan herramientas aptas para analizar y confrontar en forma transparente y pública, las distintas opiniones que pueden exponerse sobre las posibles modificaciones contractuales a las condiciones de prestación de los servicios públicos concesionados por la Provincia de Buenos Aires.

La adopción de mecanismos de participación, entendemos que facilitará y legitimará la adopción de medidas, respecto al proceso de renegociación de los contratos de servicios públicos. 

No obstante ello, la HCD ha expresado en numerosas oportunidades, su real preocupación e interés tanto en la suerte de los contratos como en la evolución de las tarifas de los servicios públicos, por lo que resulta oportuno y coherente implementar un mecanismo de participación activa, ratificatorio de los parámetros y acuerdos que se establezcan entre el Poder Ejecutivo y las empresas privadas. 

Nada nuevo decimos si afirmamos que la cuestión de las tarifas de los servicios públicos resulta de un interés particular para los bonaerenses, en tanto y en cuanto las mismas constituyen una de las variables de mayor impacto en la economía y bienestar de los mismos, en particular para aquellos sectores de la población con mayores limitaciones materiales y menor poder adquisitivo.

En consecuencia, para garantizar un proceso y un resultado satisfactorios en la cuestión que se plantea, la misma habrá de regirse sobre la base de objetivos claros y prioritarios, no por ello excluyentes que necesariamente tomarán en consideración el impacto de las tarifas en el sistema productivo, en la competitividad de la economía, así como en la distribución de los ingresos y la accesibilidad de los servicios; la calidad de los servicios y los planes de inversión; el interés de los usuarios; la seguridad de los sistemas involucrados y la rentabilidad de las empresas.

En lo que hace al sector energético, es ampliamente conocido el estado de precariedad caracterizado por un progresivo incremento de la demanda, que no es correspondido por el aumento de la oferta. 

Ampliar la oferta implica un proceso a largo plazo, ya que implica la elaboración de proyectos, la ejecución de las obras y la puesta en funcionamiento de la infraestructura.

Lejos de estar transitándose ese camino se verifica una carencia de planes e inversiones mientras la demanda crece vegetativamente y por efecto de la recuperación económica, incrementando la brecha entre la demanda y la oferta.

El esquema de servicios prestados mayoritariamente por operadores privados en un contexto contractual de incertidumbre, hace que ni el Estado ni las empresas asuman como propias las inversiones necesarias para atender satisfactoriamente la demanda creciente.

Es necesario redefinir y actualizar los contratos de una vez, estableciendo un esquema de tarifas y un programa de inversiones cuya responsabilidad también deberá ser determinada con claridad.

Aun hoy, a varios años de producida la crisis, los contratos se encuentras desactualizados pendientes de renegociación, con marcos normativos caducos o de transición, situación que no puede prolongarse mucho más.

Ante tal situación, lejos de resultar extemporáneo, se hace indispensable el involucrar a los actores que de una u otra forma tienen el compromiso, el derecho y/o la obligación, según sea el caso, de comprometerse con el tema.

Por tal motivo solicito a los señores diputados que acompañen el presente proyecto de ley
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